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RECHAZO DEMANDA / REQUISITOS DE LA DEMANDA / FORMULACIÓN DE LOS HECHOS- Cada hecho debe tener un eje temático / PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL /  REVOCA /  Este precepto de rango constitucional, tiene desarrollo legal en el artículo 11º del Código General del Proceso –norma aplicable al campo laboral por remisión que autoriza el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo-, en virtud del cual, se establece para el Juez una regla hermenéutica al momento de interpretar las normas de carácter procesal, la cual consiste, en que “…deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial…”

(…)

Al respecto, lo primero que debe precisarse es que la norma que regula el problema planteado, esto es, el numeral 7º del artículo 25 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social, establece simplemente que los hechos y omisiones en que se funda la acción deben estar enumerados y clasificados y, en ese sentido ningún reproche merece la demanda formulada por el señor Jaime Parrado Aguirre, dado que efectivamente, los supuestos fácticos que la soportan se encuentran debidamente enumerados y clasificados de acuerdo a como ocurrieron en el tiempo.

Ahora, que estos sean individualizados de tal modo que cada hecho contenga una única afirmación es un requisito que no está previsto en la norma y de exigirse se estaría obligando a los demandantes a kilométricas demandas en detrimento de la economía procesal.  En realidad lo que la norma busca es que cada hecho contenga un eje temático que permita su contestación sin generar la posibilidad de respuestas ambiguas.

(…)

En todo caso, el que la demanda contenga comentarios o consideraciones de la parte actora, no es motivo de inadmisión y posterior rechazo, pues quien debe pronunciarse al respecto es la llamada a juicio.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, seis de junio de dos mil dieciocho
Acta número      de 6 de junio de 2018
En la fecha, procede la Sala de Decisión Laboral No 3º a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto de fecha 26 de octubre de 2018 por medio del cual el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito rechazó la acción laboral iniciada por el señor JAIME PARRADO AGUIRRE dentro del proceso que le promueve a la COMPAÑÍA TRANSPORTADORA DE VALORES PROSEGUR DE COLOMBIA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2017-00407-01.  
ANTECEDENTES

El señor Jaime Parrado Aguirre inició la presente acción laboral, con el fin de que fuera declarada la existencia de un contrato de trabajo entre él y la Cía Transportadora de Valores Prosegur de Colombia S.A. que tuvo sus inicios el 1º de enero de 2004 y terminó el 16 de octubre de 2016, fecha en que fue despedido, pese a ser beneficiario de la convención colectiva de trabajo suscrito entre dicha sociedad y el Sindicato Nacional de Trabajadores que prestan sus servicios a la Compañía Trasportadora de Valores Prosegur de Colombia S.A. “SINTRAPROSEGUR” y a estar amparado por fuero circunstancial.

Por lo que solicita su reintegro y el pago, a título de indemnización, de todos los salarios y prestaciones legales y convencionales dejados de percibir, desde el momento en que se produjo la terminación del vínculo laboral, hasta que se genere su reintegro. 
Como fundamento de lo anterior, cuenta que laboró al servicio de esa sociedad desde el 1º de enero de 2001 hasta el 16 de octubre de 2016  para la Compañía Transportadora de Valores Prosegur de Colombia S.A.; que sus servicios los prestó  través de un tercero llamado Emposer Ltda, desarrollando funciones de escolta ATM en la instalaciones de la primera de las mencionadas, respecto a la cual portaba los uniformes e insignias que identifican la compañía, carnet de la entidad y armas de fuego de propiedad de ésta; que como remuneración mensual recibía la suma de $1.401.168.

Refiere que el día 16 de octubre de 2016 fue despedido sin justa causa a pesar de gozar de fuero circunstancial, dado que es afiliado al Sindicato Nacional de Trabajadores que prestan sus servicios a la Cía Transportadora de Valores Prosegur de Colombia S.A. “Sintraprosegur” y para esa data la asociación sindical había presentado un pliego de peticiones ante la sociedad demandada y el Ministerio de la Protección Social.
Estudiada la presente acción por parte del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, mediante auto de fecha 3 de octubre de 2017 se ordenó la devolución de la demanda para que los hechos primero al sexto y el noveno, fueran corregidos de tal manera que se individualizaran los varios supuestos fácticos contenidos en cada uno de ellos, toda vez que admiten múltiples respuestas.
Respecto al hecho segundo también se dijo que contenía apreciaciones subjetivas y en cuanto al material probatorio se echó de menos el certificado de afiliación del actor al Sindicato Nacional de Trabajadores de la Cía Transportadora de Valores Prosegur de Colombia “SINTRAVALORES”, el cual fue anunciado como anexo de la demanda.
Mediante escrito de fecha 9 de octubre la parte actora, aportó el instrumento faltante, pero consideró que la demanda tal y como estaba presentaba reúne los presupuestos necesarios para su admisión, pues al leer cada uno de los hechos reprochados estos no contienen en sí mismos dos situaciones distintas, si no pormenores que rodearon las circunstancias fácticas narradas.
Igualmente estima que el hecho segundo no contiene apreciaciones subjetivas y encuadra dentro de la regulación contenida en el artículo 25 del CPT y SS, disposición que se debe observar en cada caso particular, sin establecer una fórmula literal que permita la prevalencia de las formas sobre el derecho sustancial.
En providencia de fecha 26 de octubre de 2017, el Juzgado de conocimiento rechazó la demanda al advertir que la parte actora no individualizó los hechos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y noveno, procediendo a consignar en el auto la forma en que debió hacerlo para proceder con la admisión de la demanda.
Inconforme con la decisión la parte actora la impugnó indicando que la forma como el despacho individualizó los hechos antes relacionados no fue expuesta al momento de inadmitir la demanda.
Con todo y eso insistió en que la forma en que fue presentada la demanda no hace incurrir en error a la demandada como tampoco impide que el juez decida de fondo el asunto, en tanto que en los hechos narrados se incluyen “simplemente circunstancias de modo que le son inherentes al hecho mismo y constituyen una sola unidad temática claramente individualizada, y no constituyen, ninguna de ellas, varios hechos descritos en uno solo”.
Sostiene que atender las recomendaciones del Juzgado implicaría convertir cada circunstancia de modo en un hecho, que sólo serían compresibles en conjunto, situación que no es la que busca la norma que refiere la necesidad de individualizar y enumerar los hechos.

Precisa, en relación con la subjetividad que le es cuestionada al hecho segundo de la demanda, que la referencia que hace a la calidad de empleador aparente de la sociedad accionada, puede ser probada en este trámite y tal sentido, deja de ser una apreciación subjetiva para convertirse en objetiva y en ese sentido debe admitirse como supuesto fáctico fundante de la demanda.
Finalmente, trae a colación iguales argumentos a los expuestos en el término conferido para subsanar la demanda.
CONSIDERACIONES

Problema jurídico

¿Reúne la demanda los requisitos establecidos en el numeral 7º del artículo 25 del CPT y SS?
1. REQUISITOS DE LA DEMANDA
Dispone el artículo 25 del Código de Procedimiento Laboral la forma y el contenido de la demanda, precisando que la misma debe contener: “los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, clasificados y enumerados”.
El doctor Gerardo Botero Zuluaga, hoy Magistrado de la Sala de Casación Laboral, indicó en su obra “Guía Teórica y Práctica de Derecho Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social”, sobre este punto en concreto, lo siguiente:
“Me parece destacar, que si bien es cierto el escrito de demanda debe ser lo más claro, preciso y conciso posible, en cuanto a los hechos y pretensiones se refiere, para de esa forma permitirle al juez una mayor comprensión del querer del accionante, y así ejercer un adecuado control sobre su aspecto formal, cuando se advierta una desproporción exagerada e inconveniente sobre la narración de los fundamentos fácticos y las reclamaciones, esa situación no conduce inexorablemente a su inadmisión y posterior rechazo, pues una cosa es la falta de claridad respecto a los requisitos que son objeto de estudio y otra muy diferente es el estilo del actor sobre la manera de relatar los hechos, lo cual atañe más a una cualidad relacionada con la capacidad de síntesis y a la forma en que el escrito utiliza el lenguaje para trasmitir sus ideas, que es el sello personal y privado de cada ser humano”
.
Como puede observarse la narración de los hechos de la demanda no tiene una fórmula sacramental que deba ser exigida a los litigantes, pues la forma en que estos los redacten, en tanto sea lo bastante clara y coherente con lo que se pretende, no debe merecer ningún reproche del juez de conocimiento. 

2. PRINCIPIO DE LA PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL SOBRE LAS FORMAS DEL JUICIO.
El principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre las formalidades del proceso, se encuentra contemplado en el artículo 228 de la Constitución Política, así:
“ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo.” (Negrilla propia). 
Este precepto de rango constitucional, tiene desarrollo legal en el artículo 11º del Código General del Proceso –norma aplicable al campo laboral por remisión que autoriza el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo-, en virtud del cual, se establece para el Juez una regla hermenéutica al momento de interpretar las normas de carácter procesal, la cual consiste, en que “…deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial…”
Debe entenderse entonces el proceso como el medio de que disponen las partes para reclamar y debatir en presencia del Estado, los derechos que crean tener.  
Así lo ha considerado la honorable Corte Constitucional, Corporación que a través de su jurisprudencia ha indicado:
“[L]os jueces deben ser conscientes de la trascendental importancia que tiene el derecho procesal en cuanto a medio garantizador de los derechos materiales dentro del marco de un debido proceso. En consecuencia, el actuar general debe ser guiado por la coexistencia de estas manifestaciones normativas permitiendo que en un marco jurídico preestablecido se solucionen los conflictos de índole material.
Sin embargo, si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un derecho sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia a las formas haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la administración de justicia y desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara finalidad es ser medio para la efectiva realización del derecho material (art. 228).”
De lo anterior se deriva que, muy cuidadosos deben ser los jueces al analizar los memoriales y las peticiones que ante ellos formulan los asociados, pues no es dable confundir el respeto a las formas procesales con un desproporcionado formalismo que, en ocasiones ha sido calificado por la Corte Constitucional como verdadera vía de hecho por “exceso ritual manifiesto”, como se lee a continuación:

“En conclusión, el defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” se presenta cuando el funcionario judicial, por un apego extremo y aplicación mecánica de las formas, renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva patente en los hechos, derivándose de su actuar una inaplicación de la justicia material y del principio de la prevalencia del derecho sustancial.”

3.  CASO CONCRETO
La parte actora insiste en el recurso que los hechos que ordena el juzgado  clasificar y enumerar en debida forma porque admiten varias respuestas, en realidad se encuentra correctamente redactados, en tanto que su construcción no lleva a la parte demandada a incurrir en errores y menos impide que se tome una decisión de fondo, ya que lo que se relata en cada uno de ellos, busca poner en contexto al juez, respecto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron. 
Al respecto, lo primero que debe precisarse es que la norma que regula el problema planteado, esto es, el numeral 7º del artículo 25 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social, establece simplemente que los hechos y omisiones en que se funda la acción deben estar enumerados y clasificados y, en ese sentido ningún reproche merece la demanda formulada por el señor Jaime Parrado Aguirre, dado que efectivamente, los supuestos fácticos que la soportan se encuentran debidamente enumerados y clasificados de acuerdo a como ocurrieron en el tiempo.
Ahora, que estos sean individualizados de tal modo que cada hecho contenga una única afirmación es un requisito que no está previsto en la norma y de exigirse se estaría obligando a los demandantes a kilométricas demandas en detrimento de la economía procesal.  En realidad lo que la norma busca es que cada hecho contenga un eje temático que permita su contestación sin generar la posibilidad de respuestas ambiguas.

Revisados lo hechos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y noveno de la demanda, no percibe la Sala que estos sean ambiguos o difusos o que requieran de una mayor claridad para que el juzgado encuentre correlación con las pretensiones. 
Es así que en el primer hecho se narra que el actor prestó sus servicios a una sociedad que, en el tiempo que duró la relación laboral, cambió de razón social, hasta llegar a ser la entidad que actualmente se demanda, esto es la Cía Transportadora de Valores Prosegur de Colombia S.A.; en el segundo se cuenta que los servicios prestados a dicha sociedad lo fueron a través de una intermediaria; en el tercero que ésta y la accionada pertenecen a un mismo grupo empresarial y en tal virtud tienen acuerdos de suministro de personal; el cuarto hace alusión a la fecha de inicio de labores al servicio de la demanda y la data de que éstas terminaron, por causas imputables al empleador; el quinto hace mención del cargo y las labores desempeñadas durante la vigencia del contrato; el sexto enlista los elementos que lo distinguían como empleado de la empresa de valores y no de la intermediaria y finalmente, el noveno precisa que tanto la llamada a juicio como Emposer Ltda –intermediaria-, comparten el mismo objeto social.

Como puede observarse cada uno de los hechos reprochados por el juzgado tiene su propio eje temático, que permite una respuesta concreta de parte del demandado.
Respecto a las apreciaciones subjetivas que contiene el hecho segundo relacionadas con el señalamiento de la entidad Emposar como una aparente empleadora, tampoco es motivo para rechazar la acción, por cuanto precisamente la demanda está enfocada a que se declare que fue otra sociedad la que tuvo dicha calidad durante el tiempo que estuvo vigente la relación laboral, lo que de suyo implica que la primera no tenía tal condición.

En todo caso, el que la demanda contenga comentarios o consideraciones de la parte actora, no es motivo de inadmisión y posterior rechazo, pues quien debe pronunciarse al respecto es la llamada a juicio.
Así las cosas, como quiera que no existe mérito para rechazar la demanda, en la medida en que la misma -por lo menos en los aspectos reprochados por el juzgado-, se encuentra ajustada a lo dispuesto en el artículo 25 del CPT y SS, se revocará la decisión adoptada por la funcionaria de primera instancia y en consecuencia se ordenará que se admita.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 26 de octubre de 2017, por medio del cual se rechazó la demanda.
SEGUNDO: ORDENAR al despacho que proceda a admitir la demanda presentada por JAIME PARRADO AGUIRRE contra la COMPAÑÍA TRANSPORTADORA DE VALORES PROESEGUR DE COLOMBIA S.A. 

Sin costas en esta Sede.

Notifíquese,

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
� Ibañez, 5º Edición. Pag 188.


� Corte Constitucional. Sala Quinta de Revisión. Sentencia T-268 de 19 de abril de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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